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"Año del Bicentenario del Congreso de la República del Perú" 

OFICIO N° 331 -2022 -PR 

Señor 
JOSÉ DANIEL WILLIAMS ZAPATA 
Presidente del Congreso de la República 
Congreso de la República 
Presente. - 

2022 
I D,9 
Nora 

Lima, 25 de octubre de 2022 

Tenemos el agrado de dirigirnos a usted, con la finalidad de comunicarle 
que, al amparo de las facultades concedidas por el Artículo 137° de la 
Constitución Política del Perú, se ha promulgado el Decreto Supremo N° 123 _ 
2022-PCM, Decreto Supremo que declara el Estado de Emergencia en los 
distritos de Tambopata, lnambari, Las Piedras y Laberinto de la provincia de 
Tambopata, en los distritos de Fitzcarrald, Manu, Madre de Dios y Huepetuhe de 
la provincia de Manu y en los distritos de lñapari, Iberia y Tahuamanu de la 
provincia de Tahuamanu del departamento de Madre de Dios. 

Sin otro particular, hacemos propicia la oportunidad para renovarle los 
sentimientos de nuestra consideración. 

Atentamente, 

JOSÉ PEDRO ASTILLO TERRONES 
Preside te de la República 

AL TORRES VÁST Z 
Presidente del Consejo de inistros 



CONSEJO DIRECTIVO DEL 
CONGRESO DE LA REPÚBLICA 

Lime, .4 . de  'VA 0.4z o  de  20z3

Con conocimiento del Consejo Directivo. 
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***** *********** ********* 

HUGO F. ROVIRA ZAGAL 
Directa( General Parlamentario 
whiGnsouLArtenuat_icA 
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RODOLF TAVO RAry Z APOLINARIO 
SECR DEL CONSEJO DE MINISTROS 

N-9-123-2022—PCM 

DECRETO SUPREMO QUE DECLARA EL ESTADO DE EMERGENCIA EN LOS DISTRITOS DE 
TAMBOPATA, INAMBARI, LAS PIEDRAS Y LABERINTO DE LA PROVINCIA DE 

TAMBOPATA, EN LOS DISTRITOS DE FITZCARRALD, MANU, MADRE DE DIOS Y 
HUEPETUHE DE LA PROVINCIA DE MANU Y EN LOS DISTRITOS DE IÑAPARI, IBERIA Y 
TAHUAMANU DE LA PROVINCIA DE TAHUAMANU DEL DEPARTAMENTO DE MADRE DE 

DIOS 

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA 

CONSIDERANDO: 

Que, el artículo 44 de la Constitución Política del Perú prevé que son deberes primordiales 
del Estado garantizar la plena vigencia de los derechos humanos, proteger a la población de las 
amenazas contra su seguridad y promover el bienestar general que se fundamenta en la justicia y 
en el desarrollo integral y equilibrado de la Nación; 

-Que, el artículo 137 de la Carta Magna establece que el Presidente de la República, con 
acuerdo del Consejo de Ministros, puede decretar, por plazo determinado, en todo el territorio 
nacional, o en parte de él, y dando cuenta al Congreso o a la Comisión Permanente, los estados de 
excepción señalados en dicho artículo, entre los cuales se encuentra el Estado de Emergencia, en 
caso de perturbación de la paz o del orden interno, de catástrofe o de graves circunstancias que 
afecten la vida de la Nación, pudiendo restringirse o suspenderse el ejercicio de los derechos 
constitucionales relativos a la libertad y la seguridad personales, la inviolabilidad de domicilio, y la 
libertad de reunión y de tránsito en el territorio; 

Que, el artículo 166 de la Constitución Política del Perú dispone que la Policía Nacional del 
Perú tiene por finalidad fundamental garantizar, mantener y restablecer el orden interno; así como, 
prevenir, investigar y combatir la delincuencia; 

Que, el artículo 4 del Decreto Legislativo N° 1266, Ley de Organización y Funciones del 
Ministerio del Interior, establece que este ejerce competencia exclusiva a nivel nacional en materia 
de orden interno y orden público y competencia compartida, en materia de seguridad ciudadana; 

Que, conforme al artículo 1 del Decreto Legislativo N° 1267, Ley de la Policía Nacional del 
a Policía Nacional del Perú ejerce competencia funcional y exclusiva a nivel nacional en 

ría de orden interno y orden público; y competencia compartida en materia de seguridad 
iudadana. En el marco de las mismas, presta protección y ayuda a las personas y a la comunidad; 

garantiza el cumplimiento de las leyes, la seguridad del patrimonio público y privado; previene, 
investiga y combate la delincuencia y el crimen organizado; vigila y controla las fronteras; 

Que, con el Oficio N° 692-2022-CG PNP/SEC (Reservado), la Comandancia General de la 
Policía Nacional del Perú solicita al Ministro del Interior que se gestione el Decreto Supremo que 
declare, por el término de sesenta (60) días calendario, el Estado Emergencia en los distritos de 
Tambopata, Inambari, Las Piedras y Laberinto de la provincia de Tambopata, en los distritos de 
Fitzcarrald, Manu, Madre de Dios y Huepetuhe de la provincia de Manu y en los distritos de Iñapari, 
Iberia y Tahuamanu de la provincia de Tahuamanu del departamento de Madre de Dios, con la 
finalidad de realizar operaciones policiales tendentes a combatir y neutralizar la minería ilegal y sus 
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IltOs '  conexos que perturban el orden interno, sustentando dicho pedido en el Informe N° 092-
2022-COMASGEN-PNP/XV-MACREPOL-MDD/SEC-UNIPLEDU.AREPLOPE, a través del cual se 
informa sobre la problemática generada por la minería ilegal y delitos conexos a esta, en los distritos 
antes señalados; 

Que, mediante Decreto Legislativo N° 1186, Decreto Legislativo que regula el uso de la 
fuerza por parte de la Policía Nacional del Perú, se precisa el uso de la fuerza en el ejercicio de la 
función policial, los niveles del uso de la fuerza y las circunstancias y reglas de conducta en el uso 
de la fuerza; 

Que, por Decreto Legislativo N° 1095, Decreto Legislativo que establece reglas de empleo 
y uso de la fuerza por parte de las Fuerzas Armadas en el territorio nacional, se establece el marco 
legal que regula los principios, formas, condiciones y límites para el empleo y uso de la fuerza por 
parte de las Fuerzas Armadas en el territorio nacional, en cuyo Título II se establecen las normas 
del uso de la fuerza en otras situaciones de violencia, en zonas declaradas en Estado de Emergencia 
con el control del orden interno a cargo de la Policía Nacional del Perú, en cumplimiento de su 
función constitucional, mediante el empleo de su potencialidad y capacidad coercitiva para la 
protección de la sociedad, en defensa del Estado de Derecho; 

De conformidad con lo establecido en los incisos 4) y 14) del artículo 118 y el inciso 1) del 
artículo 137 de la Constitución Política del Perú; y los literales b) y d) del inciso 2) del artículo 4 de 
la Ley N° 29158, Ley Orgánica del Poder Ejecutivo; 

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros y con cargo a dar cuenta al Congreso de 
la República; 

DECRETA: 

Artículo 1. Declaración de Estado de Emergencia 
Declarar por el término de sesenta (60) días calendario, el Estado de Emergencia en los 

distritos de Tambopata, Inambari, Las Piedras y Laberinto de la provincia de Tambopata, en los 
distritos de Fitzcarrald, Manu, Madre de Dios y Huepetuhe de la provincia de Manu y en los distritos 
de lñapari, Iberia y Tahuamanu de la provincia de Tahuamanu del departamento de Madre de Dios. 
La Policía Nacional del Perú mantiene el control del orden interno, con el apoyo de las Fuerzas 
Armadas. 

Artículo 2. Suspensión del ejercicio de Derechos Constitucionales 
Durante el Estado de Emergencia a que se refiere el artículo precedente y en la 

circunscripción señalada, quedan suspendidos los derechos constitucionales relativos a la 
inviolabilidad de domicilio, libertad de tránsito en el territorio nacional, libertad de reunión y libertad 
y seguridad personales, comprendidos en los incisos 9), 11), 12) y 24) literal f) del artículo 2 de la 
Constitución Política del Perú. 

Artículo 3. De la intervención de la Policía Nacional del Perú y de las Fuerzas Armadas 
La intervención de la Policía Nacional del Perú y de las Fuerzas Armadas se efectúa 

conforme a lo dispuesto en el Decreto Legislativo N° 1186, Decreto Legislativo que regula el uso de 
la fuerza por parte de la Policía Nacional del Perú, y en el Decreto Legislativo N° 1095, Decreto 
egislativo que establece reglas de empleo y uso de la fuerza por parte de las Fuerzas Armadas en 

el territorio nacional y su Reglamento, aprobado por Decreto Supremo N° 003-2020-DE, 
respectivamente. 

Artículo 4. De la participación de los gobiernos locales 
La participación de los gobiernos locales de los distritos mencionados en el artículo 1 del 

esente Decreto Supremo, se efectúa en el marco de la normatividad vigente en materia de 
eguridad ciudadana. 

Artículo 5. Presentación de informe 
Dentro de los cinco (5) días hábiles posteriores al término del Estado de Emergencia 

declarado en el artículo 1 del presente Decreto Supremo, la Policía Nacional del Perú debe presentar 
al Titular del Ministerio del Interior, un informe detallado de las acciones realizadas durante el 
régimen de excepción y los resultados obtenidos. 
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Artículo 6. Financiamiento 
La implementación de las acciones previstas en el presente Decreto Supremo se financia 

n cargo al presupuesto institucional de los pliegos involucrados. 

Artículo 7. Refrendo 
El presente Decreto Supremo es refrendado por el Presidente del Consejo de Ministros, el 

Ministro del Interior, el Ministro de Defensa y el Ministro de Justicia y Derechos Humanos. 

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los dieciséis 
del año dos mil veintidós. 

.901 

AN AL TORRES VÁS 
Presidente del Consejo de 

DANIEL Hue. B RRAGÁN DOLOMA 
Ministr de Defensa 

JOSÉ O CASTILLO TERRONES 
Presidente de la República 

WILLY ARItURO HUERTA OUVAS 
Ministro del Interior 

FELIX I. CHERO MEDINA 
Ministro de Justicia y Derechos Humanos 



EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

La Constitución Política del Perú, en su artículo 44, prevé que son deberes primordiales del Estado 
garantizar la plena vigencia de los derechos fundamentales, así como proteger a la población de las 
amenazas contra la seguridad y promover el bienestar general que se fundamenta en la justicia, en 
el desarrollo integral y equilibrio de la Nación. 

Igualmente, el artículo 166 de la Constitución Política del Perú dispone que la Policía Nacional del 
Perú tiene por finalidad fundamental garantizar, mantener y restablecer el orden interno; así como, 
prevenir, investigar y combatir la delincuencia. 

De otro lado, el inciso 1) del artículo 137 de la Constitución Política del Perú otorga al Presidente de 
la República la potestad de declarar el Estado de Emergencia, en caso de perturbación de la paz o 
del orden interno, de catástrofe o de graves circunstancias que afecten la vida de la Nación. 

Durante el Estado de Emergencia, de acuerdo con lo dispuesto en el precitado artículo, puede 
suspenderse el ejercicio de los derechos constitucionales relativos a la inviolabilidad de domicilio, 
libertad de tránsito en el territorio nacional, libertad de reunión y libertad y seguridad personales, 
comprendidos en los incisos 9), 11), 12) y 24) literal f) del artículo 2 de la Constitución Política del 
Perú. Asimismo, se establece que el plazo del Estado de Emergencia no excede de sesenta (60) 
días y su prórroga requiere nuevo decreto. 

El Decreto Legislativo N° 1186, Decreto Legislativo que regula el uso de la fuerza por parte de la 
Policía Nacional del Perú, y su Reglamento, aprobado por Decreto Supremo N° 012-2016-IN, 
establecen las disposiciones destinadas a regular el ejercicio del uso de la fuerza por parte de la 
Policía Nacional del Perú, de conformidad con los estándares internacionales y con fines de 
salvaguardar la vida y la integridad física de las personas bajo un criterio estricto de respeto y 
observancia a las normas constitucionales y legales relativas al ejercicio de la función policial, en 
concurrencia de los principios de legalidad, necesidad y proporcionalidad. 

Mediante Decreto Legislativo N° 1095, Decreto Legislativo que establece reglas de empleo y uso de 
la fuerza por parte de las Fuerzas Armadas en el territorio nacional, se establece el marco legal que 
regula los principios, formas, condiciones y límites para el empleo y uso de la fuerza por parte de 
las Fuerzas Armadas en zonas declaradas en Estado de Emergencia, en cumplimiento de su función 
constitucional, mediante el empleo de su potencialidad y capacidad coercitiva para la protección de 
la sociedad, en defensa del Estado de Derecho y a fin de asegurar la paz y el orden interno en el 
territorio nacional. 
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Por otra parte, en cuanto a las competencias del Ministerio del Interior, deben considerarse las 
disposiciones contenidas en el Decreto Legislativo N° 1266, Ley de Organización y Funciones del 
Ministerio del Interior, las cuales establecen que este ejerce competencia exclusiva a nivel nacional 
en materia de orden interno y orden público y competencia compartida, en materia de seguridad 
ciudadana. Asimismo, en el artículo 5 de la citada norma, se establecen las funciones rectoras y 
específicas de competencia del Ministerio del Interior, en materia de orden interno y orden público, 
concordadas con las funciones rectoras establecidas en el artículo 3 del Texto Integrado del 
Reglamento de Organización y Funciones del Ministerio del Interior, aprobado por Resolución 
Ministerial N° 1520-2019-IN, las que se sujetan a la Constitución y a la Ley. 

simismo, conforme al artículo 1 del Decreto Legislativo N° 1267, Ley de la Policía Nacional del 
Perú, la Policía Nacional del Perú ejerce competencia funcional y exclusiva a nivel nacional en 
materia de orden interno y orden público; y competencia compartida en materia de seguridad 
ciudadana. En el marco de las mismas, presta protección y ayuda a las personas y a la comunidad; 
garantiza el cumplimiento de las leyes, la seguridad del patrimonio público y privado; previene, 
investiga y combate la delincuencia y el crimen organizado; vigila y controla las fronteras. 

Ahora bien, con Oficio N° 692-2022-CG PNP/SEC (Reservado), sustentado en el Informe N° 092-
2022-COMASGEN-PNP/XV-MACREPOL-MDD/SEC-U NI PLEDU .AREPLOPE, la Comandancia 
General de la Policía Nacional del Perú solicita al Ministro del Interior que gestione el Decreto 
Supremo que declare, por el término de sesenta (60) días calendario, el Estado de Emergencia en 
los distritos de Tambopata, lnambari, Las Piedras y Laberinto de la provincia de Tambopata, en los 



distritos de Fitzcarrald, Manu, Madre de Dios y Huepetuhe de la provincia de Manu y en los distritos 
de Iñapari, Iberia y Tahuamanu de la provincia de Tahuamanu del departamento de Madre de Dios. 

De acuerdo con el citado informe, la minería en el departamento de Madre de Dios representa una 
de las principales actividades económicas, porque permite un mayor flujo comercial en los diferentes 
rubros; sin embargo, el mayor porcentaje de esta actividad es realizada de manera informal e ilegal, 
principalmente en los sectores de Huepetuhe, Delta Uno, Boca Colorado, Laberinto, La Pampa, CN 
Tres Islas, Huantupa, entre otros, lugares donde integrantes de las organizaciones criminales y 
delincuentes han establecido su centro de operaciones delictivas aprovechando la escasa presencia 
de las Fuerzas del Orden y su lejanía, por lo que se han convertido en sectores de "alta peligrosidad". 
Así, señala que el departamento de Madre de Dios es uno de los principales focos de concentración 
de la minería ilegal, ocasionando un grave impacto en el medio ambiente, a causa de la 
deforestación, contaminación de ríos, afectando la salud de las personas (en especial de las 
comunidades nativas), fomentando a su vez, la delincuencia, inseguridad ciudadana, explotación 
infantil, trata de personas y el crimen organizado, entre otros delitos conexos. En dicho escenario, 
se informa que como estrategia de intervención para combatir la minería ilegal, se desarrolló el "Plan 
Mercurio", cuyo foco de intervención se concentró en el sector denominado La Pampa (ubicado en 
el distrito de lnambari), lo cual generó el desplazamiento de las actividades de minería ilegal, así 
como de otros delitos conexos, hacia otros sectores de Madre de Dios, a consecuencia del 
denominado "efecto globo". 

Así, refieren que la criminalidad y los niveles de riesgo se mantienen latente en los distritos de 
Tambopata, lnambari, Las Piedras y Laberinto de la provincia de Tambopata; en los distritos de 
Fitzcarrald, Manu, Madre de Dios, Huepetuhe de la provincia de Manu; en los distritos de Iñapari, 
Iberia y Tahuamanu de la provincia de Tahuamanu del departamento de Madre de Dios, advirtiendo 
que durante el periodo comprendido entre los meses de enero a agosto de 2022, se registraron un 
total de 4,846 hechos delictivos, debiendo precisar lo siguiente: 

Con relación a la trata de personas, el Informe N° 092-2022-COMASGEN-PNP/XV-
MACREPOL-MDD/SEC-UNIPLEDU.AREPLOpE señala que la Unidad Especializada de 
Trata de Personas MDD, durante el periodo de enero a agosto del presente año, logró 
rescatar a sesenta y cuatro (64) personas víctimas de Trata de Personas; ello como 
consecuencia de la ejecución del "Plan Restauración" y de las operaciones policiales que 
diariamente viene realizando el comando de la XV Macro Región Policial Madre de Dios 
para prevenir, neutralizar y contrarrestar este ilícito penal en la zona conocida como La 
Pampa. 

Asimismo, a través de la Apreciación de Inteligencia se tiene conocimiento que las personas 
dedicadas a la comisión de este ilícito penal, ante los operativos permanentes que vienen 
realizando las Fuerzas del Orden en la zona conocida como "La Pampa", estarían migrando 
desde ese sector hacia el distrito de Huepetuhe, así como los centros poblados de Delta 
Uno y Boca Colorado, que se encuentran ubicados en el distrito de Madre de Dios, provincia 
Manu. 

Respecto al tráfico ilícito de migrantes, la XV Macro Región Policial Madre de Dios señala 
que por ubicación del departamento de Madre de Dios, es estratégica para las actividades 
ilícitas como Tráfico de Migrantes al encontrarse en la zona limítrofe con los países 
de Bolivia y Brasil; por ello, si bien en el Puesto de Control Migratorio de Iñapari - Madre de 
Dios, existe un control adecuado de ingreso y salida de personas extranjeras y nacionales, 
por el accionar de diferentes instituciones del Estado como Migraciones, Sunat, 
Sernanp entre otros; no ocurre lo mismo en los Puestos de Vigilancia de Frontera 
ubicados en los distritos Tambopata y las Piedras de la provincia de Tambopata, así como 
en los Puestos de Vigilancia de Frontera Puerto Pardo, Shiringayoc y Alto Perú, ubicados 
en los distritos de Tahuamanu e Iñapari de la provincia de Tahuamanu, en los cuales se 
observa el ingreso de personas extranjeras de nacionalidad boliviana en un 99%, los 
cuales ingresan libremente a territorio peruano sin pasar por un control adecuado ya que 
en dichos lugares son de difícil acceso y/o se encuentran alejadas de zonas rurales. 

Al respecto, la Unidad de Seguridad del Estado de la XV Macro Región Policial Madre de 
Dios informa que extranjeros de distintas nacionalidades entre ellas de Haití, Angola, Congo, 
Bangladesh, India, Cuba, Venezuela, Mauritania y Brasil, vienen ingresando a la región 



de Madre de Dios de manera irregular y alarmante; situación que resulta preocupante 
dado que son una población vulnerable, fácil de ser captados por los denominados 
"Coyotes", así como por delincuentes comunes para insertarlos en sus organizaciones 
delictivas con la finalidad de realizar acciones delincuenciales en el departamento de Madre 
de Dios. Cabe agregar que en el periodo de enero a agosto del presente año, se han 
intervenido a mil cincuenta y un (1051) personas extranjeras irregulares que han sido 
intervenidos por diferentes ilícitos penales. 

Respecto a la Tala Ilegal de Madera en los últimos años, esta actividad ilícita se ha venido 
incrementando paulatinamente debido a la gran demanda y al alto valor comercial de las 
especies maderables clase "A" (caoba y cedro), así como de la especie maderable 
Shihuahuaco y otros, con fines de exportación y para el mercado nacional; sumado a ello, 
la actividad minera ilegal e informal busca nuevos espacios para la extracción de mineral 
aurífero, depredando los bosques; esta situación ha permitido que extractores ilegales 
procedentes de distintas partes del interior del país ingresen a las zonas o bosques alejados 
o distantes e inclusive a zonas reservadas por el Estado (Parque Nacional Alto Purús y 
Reserva Comunal Alto Purús). 

Por otro lado, se señala que debido a la gran dinámica económica que genera la minería ilegal en 
el departamento de Madre de Dios, se ha generado un desordenado crecimiento poblacional y a 
consecuencia de esto, el incremento notorio de la criminalidad, debido a la comisión de delitos 
conexos como la trata de personas con fines de explotación sexual y laboral, tala ilegal de madera, 
tráfico ilícito de combustible, tráfico ilícito de drogas, tráfico ilícito de insumos destinados a la minería 
ilegal, delitos contra el patrimonio, extorsión, tráfico de migrantes y otros; se informa también, 
respecto de la constante reacción o resistencia por parte de los mineros ilegales, coludidos con 
delincuentes comunes y parte de la población que se muestra reticente a la lucha del Estado en 
contra de la minería ilegal; siendo en ese sentido, necesario continuar con las operaciones policiales 
de interdicción y consolidación en la zona de La Pampa, así como operar simultáneamente con el 
propósito de detectar, identificar, ubicar, neutralizar, capturar y desarticular las organizaciones 
criminales que vienen actuando y poniendo en zozobra a la población, a fin de garantizar la 
seguridad y el normal desarrollo de las actividades ciudadanas, lo que permitiría preservar los 
derechos fundamentales de la población. 

De conformidad con el citado informe, los actos delictivos en el departamento de Madre de Dios 
están vulnerando el derecho a la vida, a la integridad moral y psíquica, al libre desarrollo de las 
personas, al disfrute de su tiempo libre, a la libertad de trabajo, sumándose a ello la organización de 
pseudo líderes que dirigen sus protestas hacia los diversos operadores de justicia del Poder Judicial, 
Ministerio Público y Policía Nacional del Perú. Se informa también sobre el déficit de personal policial 
existente en la XV Macro Región Policial Madre de Dios, frente al extenso territorio del departamento 
de Madre de Dios, cuya geografía accidentada con grandes extensiones de selva, sin vías de 
penetración, factores que favorecen indirectamente al accionar delincuencial en sus diferentes 
modalidades, el mismo que podría incrementarse; por ello resulta necesario contar con el apoyo de 
la Fuerzas Armadas, ya que las actuales circunstancias determinan que estas excederían la 
capacidad operativa de la Policía Nacional del Perú. 

En atención a lo antes expuesto, la XV Macro Región Policial Madre de Dios recomienda la 
declaratoria de Estado de Emergencia por un periodo de sesenta (60) días, en los distritos de 
Tambopata, Inambari, Las Piedras y Laberinto de la provincia de Tambopata; en los distritos de 
Fitzcarrald, Manu, Madre de Dios, Huepetuhe de la provincia de Manu; en los distritos de lñapari, 
Iberia y Tahuannanu de la provincia de Tahuamanu del departamento de Madre de Dios, a fin de 
realizar operaciones policiales tendentes a combatir, neutralizar la minería ilegal y sus delitos 
onexos que perturban el orden interno, para lo cual la Policía Nacional del Perú mantendrá el 
ontrol del orden interno, con el apoyo de las Fuerzas Armadas. 

Asimismo, se recomienda que durante la declaratoria del Estado de Emergencia, en las 
circunscripciones señaladas en el párrafo precedente, queden suspendidos los derechos 
constitucionales relativos a la inviolabilidad de domicilio, libertad de tránsito en el territorio nacional, 
libertad de reunión y libertad y seguridad personales, comprendidos en los incisos 9), 11), 12) y 24) 
literal f) del artículo 2 de la Constitución Política del Perú, con la finalidad de erradicar la minería 
ilegal y sus delitos conexos, así como para proteger garantizar el orden interno, el libre ejercicio de 
los derechos fundamentales de las personas y el normal desarrollo de las actividades ciudadanas y 



garantizar la seguridad de la ciudadanía en las localidades afectadas por actos de organizaciones 
criminales. 

Para la aplicación de la suspensión de los derechos relativos a la inviolabilidad de domicilio, libertad 
de tránsito en el territorio nacional, libertad de reunión y libertad y seguridad personales, 
comprendidos en los incisos 9), 11), 12) y 24) literal f) del artículo 2 de la Constitución Política del 
Perú, se tiene en cuenta las siguientes consideraciones: 

1. El Tribunal Constitucional en el Expediente N° 579-2008-PATTC y el Expediente N° 017-
2003-Al/TC, señala respecto al Test de Proporcionalidad, lo siguiente: "El test de 
proporcionalidad incluye, a su vez, tres sub principios: idoneidad, necesidad y ponderación 
o proporcionalidad en sentido estricto. En cuanto al procedimiento que debe seguirse en la 
aplicación del test de proporcionalidad, se ha establecido que la decisión que afecta un 
derecho fundamental debe ser sometida, en primer término, a un juicio de idoneidad o 
adecuación, esto es, si la restricción en el derecho resulta pertinente o adecuada a la 
finalidad que se busca tutelar en segundo lugar, superado este primer análisis, el siguiente 
paso consiste en analizar la medida restrictiva desde la perspectiva de la necesidad; esto 
supone, como hemos señalado, verificar si existen medios alternativos al adoptado por el 
legislador. Se trata del análisis de relación medio-medio, esto es, de una comparación entre 
medios; el medio elegido por quien este interviniendo en la esfera de un derecho 
fundamental y el o los hipotéticos medios que hubiera podido adoptar para alcanzar el 
mismo fin. Finalmente, en un tercer momento y siempre que la medida haya superado con 
éxito de los test o pasos previos, debe proseguirse con el análisis de la ponderación entre 
principios constitucionales en conflicto. Aquí rige la ley de la ponderación, según la cual 
"cuanto mayor es el grado de la no satisfacción o de la afectación de un principio, tanto 
mayor tiene que ser la importancia de la satisfacción del otro". 

2. Al respecto, realizado el análisis de los derechos fundamentales a ser suspendidos durante 
la ejecución de la declaratoria de Estado de Emergencia, según la aplicación del Test de 
Proporcionalidad conforme a los criterios establecidos por el Tribunal Constitucional, se 
tiene lo siguiente: 

Derecho fundamental a la libertad: Teniendo en cuenta el alto índice delincuencial y el 
incremento de inseguridad ciudadana, donde la mayoría de los delitos como el sicariato, 
robo y hurto en sus diferentes modalidades, entre otros hechos ilícitos, son cometidos 
por bandas criminales que utilizan vehículos motorizados (motos, motocicletas, autos y 
otros), resulta idóneo limitar el derecho a la libertad de las personas en los espacios públicos 
con gran incidencia delictiva, que permitan ejecutar las detenciones y retenciones policiales 
en flagrante delito y control de identidad, para prevenir la comisión de los delitos cualquiera 
sea su modalidad; asimismo, la declaratoria del Estado de Emergencia permitirá el 
desarrollo de las intervenciones policiales con mayor eficiencia y eficacia. Además, la 
restricción del derecho a la libertad individual resulta proporcional, por cuanto se busca 
garantizar el derecho a la seguridad ciudadana de todos los ciudadanos, siendo de interés 
común el gozar de un ambiente tranquilo y seguro. 

Derecho fundamental a la seguridad personal: Considerando que toda persona tiene el 
derecho a vivir en condiciones mínimas para su libre desarrollo, estas condiciones deben 
ser promovidas por el Estado, correspondiendo a la Policía Nacional del Perú garantizar, 

antener y restablecer el orden interno, orden público y seguridad ciudadana causada por 
Minería Ilegal y sus delitos conexos en los distritos de Tambopata, Inambari, Las Piedras 
Laberinto de la provincia de Tambopata; en los distritos de Fitzcarrald, Manu, Madre de 

Dios, Huepetuhe de la provincia de Manu; en los distritos de lñapari, Iberia y Tahuamanu 
de la provincia de Tahuamanu del departamento de Madre de Dios, resulta idóneo limitar 
la seguridad penal para garantizar la seguridad de todas las personas que tienen el anhelo 
de vivir en una sociedad segura; asimismo, resulta necesario dicha restricción del 
derecho fundamental al existir un gran riesgo de los bienes jurídicos protegidos por Ley 
como la vida, el patrimonio y otros, supuesto de hecho que permitirá a la institución policial 
poder desplegar sus operativos brindando seguridad a la sociedad en general. Además, 
también resulta proporcional dicha medida porque se prioriza el derecho a la seguridad que 
tienen las personas desde el punto de vista del bien común y la seguridad que debe dársele 
a los individuos como un todo en una sociedad. 



- Derecho fundamental a la inviolabilidad del domicilio: Al respecto, debemos considerar 
que por regla general toda persona tiene el derecho a la inviolabilidad del domicilio y en 
consecuencia nadie puede acceder a su domicilio sin su permiso u orden judicial, sin 
embargo, por el incremento de la inseguridad ciudadana a causa de la minería ilegal y sus 
delitos conexos en los distritos de Tambopata, Inambari, Las Piedras y Laberinto de la 
provincia de Tambopata; en los distritos de Fitzcarrald, Manu, Madre de Dios, Huepetuhe 
de la provincia de Manu; en los distritos de Iñapari, Iberia y Tahuamanu de la provincia de 
Tahuamanu del departamento de Madre de Dios, resulta idóneo que se restrinja dicho 
derecho en el Estado de Emergencia, el mismo que permitirá que el personal policial en 
flagrante delito o sin flagrancia pueda ingresar a los domicilios para realizar los registros 
correspondientes, cuando se tenga información de inteligencia sobre presuntos hechos 
delictivos u objetos de dudosa reputación; asimismo, resulta necesario para que el personal 
policial que realiza labores de prevención no espere que se cometan los hechos delictivos 
esperando la flagrancia delictiva para ingresar a los inmuebles donde se tiene información 
que existen objetivos obtenidos de manera ilícita. Además, resulta proporcional la restricción 
del derecho, toda vez, que el personal policial ingresará al domicilio cuando exista flagrancia 
del delito o cuando se tenga información sustentada que en dicho inmueble se estarían 
cometiendo algún hecho ilícito. 

- Derecho fundamental de libertad de reunión y tránsito: El presente derecho consiste 
en que toda persona puede reunirse libremente en espacios públicos y privados para fines 
lícitos y que además habilita a la persona para transitar libremente por los lugares públicos 
que considere necesario y con total discrecionalidad; sin embargo, ante la ola delincuencial 
causada por la minería ilegal y sus delitos conexos en los distritos de Tambopata, Inambari, 
Las Piedras y Laberinto de la provincia de Tambopata; en los distritos de Fitzcarrald, Manu, 
Madre de Dios, Huepetuhe de la provincia de Manu; en los distritos de lñapari, Iberia y 
Tahuamanu de la provincia de Tahuamanu del departamento de Madre de Dios, resulta 
idóneo restringir dicho derecho fundamental a través del Estado de Emergencia, a fin que 
la Policía Nacional del Perú priorice sus intervenciones policiales ante las actividades 
delictivas y no ante eventos como las marchas masivas, que conllevan al acompañamiento 
del personal policial para brindar la seguridad. Asimismo, resulta necesario que se restrinja 
el libre tránsito de las personas, sobre todo en aquellos lugares que tienen gran incidencia 
delictiva donde la institución policial desplegara sus operativos policiales. Además, resulta 
proporcional limitar dicho derecho, para que el personal policial optimice y oriente sus 
actividades policiales contra la inseguridad ciudadana. 

En consecuencia, la restricción de los derechos fundamentales durante la vigencia del Estado de 
Emergencia, al amparo del artículo 137 de la Constitución Política del Perú, resulta idónea 
proporcional. 

Sobre el particular, de acuerdo al informe emitido por Policía Nacional del Perú, se advierte que la 
restricción de los derechos fundamentales cumple con superar el test de proporcionalidad, conforme 
a lo siguiente: 

• La restricción de derechos fundamentales solicitada para la declaratoria del Estado de 
Emergencia en los distritos de las provincias de Tambopata, Manu y Tahuamanu del 

partamento de Madre de Dios, resulta ser idónea, considerando que la práctica de la minería 
al y la comisión de delitos conexos continúa alterando la tranquilidad y la paz de la población, 
como vulnerando sus derechos. Ante tal situación, se justifican las acciones conjuntas de las 

fuerzas del orden y con la restricción de los derechos fundamentales antes indicados, las cuales 
constituyen medidas legítimas que buscan preservar y/o restablecer el orden interno, así como 
proteger y salvaguardar los valores e instituciones básicas del orden constitucional en la lucha 
frontal contra la minería legal y los delitos conexos a esta. 

• Con respecto al análisis de necesidad, señala el Tribunal Constitucional que "para que una 
medida restrictiva de un derecho fundamental, no supere el subprincipio de necesidad, debe ser 
evidente la existencia de una medida alternativa que, restringiendo en menor medida el derecho 
fundamental concernido, permita alcanzar, cuando menos igual idoneidad, el fin 



constitucionalmente válido perseguido". En dicho sentido, dada la problemática descrita, se 
aprecia que no existe otra alternativa que en un corto plazo permita a la Policía Nacional del Perú 
ejecutar operaciones policiales para reestablecer y/o mantener el orden público y el orden interno 
en estas zonas del país, por lo que se supera el examen de necesidad. 

• Finalmente, la proporcionalidad en sentido estricto supone que "una medida restrictiva de los 
derechos fundamentales, sólo resultará ponderada si el grado de incidencia que genera sobre el 
contenido de los derechos restringidos es menor que el grado de satisfacción que genera en 
relación con los derechos y/o bienes constitucionales que busca proteger u optimizar2. En dicho 
sentido, el análisis que corresponde realizar supone preguntarse: i) ¿cuál es el grado de 
incidencia que genera en los derechos restringidos?; y ii) ¿cuál es el grado de satisfacción que 
genera la relación con los derechos constitucionales afectados? 

En dicho sentido, corresponde evaluar el grado de afectación de los derechos fundamentales a 
la libertad y seguridad personales, la inviolabilidad de domicilio y la libertad de reunión y de 
tránsito por el territorio nacional, los mismos que, simplemente quedan suspendidos; sin que ello 
suponga, de modo alguno, que los miembros de la Policía Nacional del Perú o de las Fuerzas 
Armadas se encuentren facultados para desconocer, arbitraria y abusivamente, su ejercicio. La 
restricción de estos derechos fundamentales se aplica únicamente con el fin de evitar que 
personas o grupos de personas alteren la tranquilidad en la zona, así como que se planifiquen 
acciones violentas en contra de las fuerzas del orden y otras autoridades del gobierno. 

En contraparte, esta restricción permitirá a las Fuerzas del Orden continuar ejecutando de 
manera efectiva sus funciones frente a organizaciones criminales que operan en el departamento 
de Madre de Dios, a fin de neutralizar las amenazas contra la paz y la seguridad, así como 
restablecer y/o preservar el orden interno. Del mismo modo, ello permitirá salvaguardar los 
derechos fundamentales relativos a la paz y tranquilidad públicas, a la dignidad, y 
correlativamente, a la salud, vida e integridad de toda la población. 

En consecuencia, resulta necesario que se declare el Estado de Emergencia en los distritos de 
Tambopata, lnambari, Las Piedras y Laberinto de la provincia de Tambopata, en los distritos de 
Fitzcarrald, Manu, Madre de Dios y Huepetuhe de la provincia de Manu y en los distritos de Iñapari, 
Iberia y Tahuamanu de la provincia de Tahuamanu del departamento de Madre de Dios, por el 
término de sesenta (60) días calendario, quedando suspendidos los derechos constitucionales 
relativos a la inviolabilidad de domicilio, libertad de tránsito en el territorio nacional, libertad de 
reunión y libertad y seguridad personales, comprendidos en los incisos 9), 11), 12) y 24) literal f) del 
artículo 2 de la Constitución Política del Perú. 

Respecto a la intervención de los gobiernos locales, la Ley N° 27972, Ley Orgánica de 
Municipalidades, establece que las municipalidades distritales y provinciales tienen funciones 
específicas exclusivas y compartidas en materia de seguridad ciudadana. 

En ese sentido, se considera necesaria la participación de los gobiernos locales de los distritos antes 
mencionados, pertenecientes a las provincias de Tambopata, Manu y Tahuamanu, del 
departamento de Madre de Dios, dentro del marco legal vigente en materia de seguridad ciudadana. 

7 ---loor otra parte, atendiendo a la recomendación formulada por la Defensoría del Pueblo en el Oficio 
N 0277-2022-DP, en los siguientes términos: "En atención a lo expuesto, en el marco de nuestras 
ompetencias establecidas en el artículo 162° de la Constitución Política del Perú, me permito 

recomendar a su despacho disponer las acciones correspondientes, a fin de evaluar 
adecuadamente el restablecimiento del Estado de Emergencia en los distritos de Tambopata, 
lnambari, Las Piedras y Laberinto de la provincia de Tambopata; en los distritos de Fitzcarrald, 
Manu, Madre de Dios y Huepetuhe de la provincia del Manu; y en los distritos de lñapari, Iberia y 
Tahuamanu de /a provincia de Tahuamanu, en la región de Madre de Dios; así como en el distrito 
de Alto Nanay de la provincia de Maynas de la región Loreto; con la finalidad de realizar operaciones 
policiales tendientes a combatir y neutralizar, la minería ilegal y sus delitos conexos, además de 
disponer, para tal efecto, el necesario apoyo de las Fuerzas Armadas. Asimismo, de restablecer el 
Estado de Emergencia, recomendamos disponer, de forma clara y expresa en los decretos 

' Fundamento Jurídico 93 de la Sentencia recaída en el Expediente N° 00032-2010-PI/TC. 
2 Fundamento Jurídico 120 de la Sentencia recaída en el Expediente N° 00032-2010-PlíTC. 



supremos correspondientes, que las instancias responsables de su ejecución emitirán un informe 
sobre los resultados de las mismas, en un plazo razonable", se recomienda incluir en el proyecto de 
decreto supremo un artículo a fin que dentro de los cinco (5) días hábiles posteriores al término del 
Estado de Emergencia declarado, la Policía Nacional del Perú presente al Titular del Ministerio del 
Interior un informe detallado de las acciones realizadas durante el régimen de excepción y los 
resultados obtenidos. 

ANÁLISIS COSTO BENEFICIO 

La dación del dispositivo propuesto permitirá la ejecución de acciones tendientes a asegurar el 
control del orden público y evitar actos de violencia o cualquier ilícito penal que pudieran cometerse 
en los distritos de las provincias de Tambopata, Manu y Tahuamanu, del departamento de Madre 
de Dios. 

La implementación de las acciones previstas en la presenta norma se financia con cargo al 
presupuesto institucional de los pliegos involucrados. 

Se debe indicar que la medida es de carácter temporal, a fin de que las Fuerzas del Orden ejecuten 
operaciones conjuntas para neutralizar las amenazas contra la paz y la seguridad, así como para 
garantizar y mantener el orden interno en beneficio de los pobladores de la zona y la protección de 
sus derechos fundamentales. 

ANÁLISIS DE IMPACTO DE LA VIGENCIA DE LA NORMA EN LA LEGISLACIÓN NACIONAL 

La presente norma se expide dentro del marco previsto en el inciso 1) del artículo 137 de la 
onstitución Política del Perú. En tal sentido, no colisiona con el ordenamiento jurídico vigente y se 
cuentra enmarcado en la normatividad de la materia. 

Asimismo, esta se desarrolla bajo el contexto de los esfuerzos por erradicar el crimen organizado 
relacionado con la minería ilegal y delitos conexos, en las provincias de Tambopata, Manu y 
Tahuamanu del departamento de Madre de Dios; por lo que, la propuesta tiene como objetivo 
garantizar la actuación de las Fuerzas del Orden. 
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PODER EJECUTIVO 

Decreto Supremo que declara el Estado de 
Emergencia en los distritos de Tambopata, 
Inambari, Las Piedras y Laberinto de la 
provincia de Tambopata, en los distritos 
de Fitzcarrald, Manu, Madre de Dios y 
Huepetuhe de la provincia de Manu yen los 
distritos de Iñapari, Iberia y Tahuamanu de la 
provincia de Tahuamanu del departamento 
de Madre de Dios 

DECRETO SUPREMO 
N° 123-2022-PCM 

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA 

CONSIDERANDO: 

Que, el artículo 44 de la Constitución Política del Perú 
prevé que son deberes primordiales del Estado garantizar 
la plena vigencia de los derechos humanos, proteger a 
la población de las amenazas contra su seguridad y 
promover el bienestar general que se fundamenta en 
la justicia y en el desarrollo integral y equilibrado de la 
Nación; 

Que, el artículo 137 de la Carta Magna establece que 
el Presidente de la República, con acuerdo del Consejo 
de Ministros, puede decretar, por plazo determinado, en 
todo el territorio nacional, o en parte de él, y dando cuenta 
al Congreso o a la Comisión Permanente, los estados de 
excepción señalados en dicho artículo, entre los cuales 
se encuentra el Estado de Emergencia, en caso de 
perturbación de la paz o del orden interno, de catástrofe 
o de graves circunstancias que afecten la vida de la 
Nación, pudiendo restringirse o suspenderse el ejercicio 
de los derechos constitucionales relativos a la libertad y 
la seguridad personales, la inviolabilidad de domicilio, y la 
libertad de reunión y de tránsito en el territorio; 

Que, el artículo 166 de la Constitución Política del 
Perú dispone que la Policía Nacional del Perú tiene por 
finalidad fundamental garantizar, mantener y restablecer 
el orden interno; así como, prevenir, investigar y combatir 
la delincuencia; 

Que, el artículo 4 del Decreto Legislativo N° 1266, Ley 
de Organización y Funciones del Ministerio del Interior, 
establece que este ejerce competencia exclusiva a nivel 
nacional en materia de orden interno y orden público 
y competencia compartida, en materia de seguridad 
ciudadana; 

Que, conforme al artículo 1 del Decreto Legislativo 
N° 1267, Ley de la Policía Nacional del Perú, la Policía 
Nacional del Perú ejerce competencia funcional y 
exclusiva a nivel nacional en materia de orden interno y 
orden público; y competencia compartida en materia de 
seguridad ciudadana. En el marco de las mismas, presta 
protección y ayuda a las personas y a la comunidad; 
garantiza el cumplimiento de las leyes, la seguridad 
del patrimonio público y privado; previene, investiga y 
combate la delincuencia y el crimen organizado; vigila y 
controla las fronteras; 

Que, con el Oficio N° 692-2022-CG PNP/SEC 
(Reservado), la Comandancia General de la Policía 
Nacional del Perú solicita al Ministro del Interior que se 
gestione el Decreto Supremo que declare, por el término 
de sesenta (60) días calendario, el Estado Emergencia 
en los distritos de Tambopata, Inambari, Las Piedras y 
Laberinto de la provincia de Tambopata, en los distritos 
de Fitzcarrald, Manu, Madre de Dios y Huepetuhe 
de la provincia de Manu y en los distritos de lñapari, 
Iberia y Tahuamanu de la provincia de Tahuamanu del 

departamento de Madre de Dios, con la finalidad de realizar 
operaciones policiales tendentes a combatir y neutralizar 
la minería ilegal y sus delitos conexos que perturban el 
orden interno, sustentando dicho pedido en el Informe 
N° 092-2022-COMASGEN-PNP/XV-MACREPOL-MDD/ 
SEC-UNIPLEDU.AREPLOPE,a través del cual se informa 
sobre la problemática generada por la minería ilegal y 
delitos conexos a esta, en los distritos antes señalados; 

Que, mediante Decreto Legislativo N° 1186, Decreto 
Legislativo que regula el uso de la fuerza por parte de la 
Policía Nacional del Perú, se precisa el uso de la fuerza 
en el ejercicio de la función policial, los niveles del uso de 
la fuerza y las circunstancias y reglas de conducta en el 
uso de la fuerza; 

Que, por Decreto Legislativo N° 1095, Decreto Legislativo 
que establece reglas de empleo y uso de la fuerza por parte 
de las Fuerzas Armadas en el territorio nacional, se establece 
el marco legal que regula los principios, formas, condiciones 
y límites para el empleo y uso de la fuerza por parte de las 
Fuerzas Armadas en el territorio nacional, en cuyo Título 
II se establecen las normas del uso de la fuerza en otras 
situaciones de violencia, en zonas declaradas en Estado 
de Emergencia con el control del orden interno a cargo de 
la Policía Nacional del Perú, en cumplimiento de su función 
constitucional, mediante el empleo de su potencialidad y 
capacidad coercitiva para la protección de la sociedad, en 
defensa del Estado de Derecho; 

De conformidad con lo establecido en los incisos 4) 
y 14) del artículo 118 y el inciso 1) del artículo 137 de la 
Constitución Política del Perú; y los literales b) y d) del 
inciso 2) del artículo 4 de la Ley N° 29158, Ley Orgánica 
del Poder Ejecutivo; 

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros y con 
cargo a dar cuenta al Congreso de la República; 

DECRETA: 

Artículo 1. Declaración de Estado de Emergencia 
Declarar por el término de sesenta (60) días calendario, 

el Estado de Emergencia en los distritos de Tambopata, 
Inambari, Las Piedras y Laberinto de la provincia de 
Tambopata, en los distritos de Fitzcarrald, Manu, Madre 
de Dios y Huepetuhe de la provincia de Manu y en los 
distritos de Iñapari, Iberia y Tahuamanu de la provincia 
de Tahuamanu del departamento de Madre de Dios. La 
Policía Nacional del Perú mantiene el control del orden 
interno, con el apoyo de las Fuerzas Armadas. 

Artículo 2. Suspensión del ejercicio de Derechos 
Constitucionales 

Durante el Estado de Emergencia a que se refiere 
el artículo precedente y en la circunscripción señalada, 
quedan suspendidos los derechos constitucionales 
relativos a la inviolabilidad de domicilio, libertad de tránsito 
en el territorio nacional, libertad de reunión y libertad y 
seguridad personales, comprendidos en los incisos 9), 
11), 12) y 24) literal f) del artículo 2 de la Constitución 
Política del Perú. 

Artículo 3. De la intervención de la Policía Nacional 
del Perú y de las Fuerzas Armadas 

La intervención de la Policía Nacional del Perú y de 
las Fuerzas Armadas se efectúa conforme a lo dispuesto 
en el Decreto Legislativo N° 1186, Decreto Legislativo 
que regula el uso de la fuerza por parte de la Policía 
Nacional del Perú, y en el Decreto Legislativo N° 1095, 
Decreto Legislativo que establece reglas de empleo y 
uso de la fuerza por parte de las Fuerzas Armadas en el 
territorio nacional y su Reglamento, aprobado por Decreto 
Supremo N° 003-2020-DE, respectivamente. 

Artículo 4. De la participación de los gobiernos 
locales 

La participación de los gobiernos locales de los 
distritos mencionados en el artículo 1 del presente Decreto 
Supremo, se efectúa en el marco de la normatividad 
vigente en materia de seguridad ciudadana. 

Artículo 5. Presentación de informe 
Dentro de los cinco (5) días hábiles posteriores al 

término del Estado de Emergencia declarado en el artículo 
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1 del presente Decreto Supremo, la Policía Nacional del 
Perú debe presentar al Titular del Ministerio del Interior, 
un informe detallado de las acciones realizadas durante el 
régimen de excepción y los resultados obtenidos. 

Artículo 6. Financiamiento 
La implementación de las acciones previstas en 

el presente Decreto Supremo se financia con cargo al 
presupuesto institucional de los pliegos involucrados. 

Artículo 7. Refrendo 
El presente Decreto Supremo es refrendado por 

el Presidente del Consejo de Ministros, el Ministro del 
Interior, el Ministro de Defensa y el Ministro de Justicia y 
Derechos Humanos. 

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los dieciséis 
días del mes de octubre del año dos mil veintidós. 

JOSÉ PEDRO CASTILLO TERRONES 
Presidente de la República 

ANÍBAL TORRES VÁSQUEZ 
Presidente del Consejo de Ministros 

DANIEL HUGO BARRAGÁN COLOMA 
Ministro de Defensa 

WILLY ARTURO HUERTA OLIVAS 
Ministro del Interior 

FÉLIX I. CHERO MEDINA 
Ministro de Justicia y Derechos Humanos 

2115948-1 

Decreto Supremo que declara el Estado de 
Emergencia en el distrito de Alto Nanay de 
la provincia de Maynas del departamento 
de Loreto 

DECRETO SUPREMO 
N° 124-2022-PCM 

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA 

CONSIDERANDO: 

Que, el artículo 44 de la Constitución Política del Perú 
prevé que son deberes primordiales del Estado garantizar 
la plena vigencia de los derechos humanos, proteger a 
la población de las amenazas contra su seguridad y 
promover el bienestar general que se fundamenta en 
la justicia y en el desarrollo integral y equilibrado de la 
Nación; 

Que, el artículo 137 de la Carta Magna establece que 
el Presidente de la República, con acuerdo del Consejo 
de Ministros, puede decretar, por plazo determinado, en 
todo el territorio nacional, o en parte de él, y dando cuenta 
al Congreso o a la Comisión Permanente, los estados de 
excepción señalados en dicho artículo, entre los cuales 
se encuentra el Estado de Emergencia, en caso de 
perturbación de la paz o del orden interno, de catástrofe 
o de graves circunstancias que afecten la vida de la 
Nación, pudiendo restringirse o suspenderse el ejercicio 
de los derechos constitucionales relativos a la libertad y 
la seguridad personales, la inviolabilidad de domicilio, y la 
libertad de reunión y de tránsito en el territorio; 

Que, el artículo 166 de la Constitución Política del 
Perú dispone que la Policía Nacional del Perú tiene por 
finalidad fundamental garantizar, mantener y restablecer 
el orden interno; así como, prevenir, investigar y combatir 
la delincuencia; 

Que, el artículo 4 del Decreto Legislativo N° 1266, Ley 
de Organización y Funciones del Ministerio del Interior, 
establece que este ejerce competencia exclusiva a nivel 
nacional en materia de orden interno y orden público 
y competencia compartida, en materia de seguridad 
ciudadana; 

Que, conforme al artículo 1 del Decreto Legislativo 
N° 1267, Ley de la Policía Nacional del Perú, la Policía 
Nacional del Perú ejerce competencia funcional y 
exclusiva a nivel nacional en materia de orden interno y 
orden público; y competencia compartida en materia de 
seguridad ciudadana. En el marco de las mismas, presta 
protección y ayuda a las personas y a la comunidad; 
garantiza el cumplimiento de las leyes, la seguridad 
del patrimonio público y privado; previene, investiga y 
combate la delincuencia y el crimen organizado; vigila y 
controla las fronteras; 

Que, con el Oficio N° 694-2022-CG PNP/SEC 
(Reservado), la Policía Nacional del Perú solicita al 
Ministro del Interior que se gestione el Decreto Supremo 
de declaratoria de Estado de Emergencia en el distrito de 
Alto Nanay de la provincia de Maynas del departamento de 
Loreto, con la finalidad de ejecutar acciones que permitan 
combatir y neutralizar la minería ilegal y sus delitos 
conexos, que afectan el normal desenvolvimiento de las 
actividades de la zona antes mencionada, sustentando 
dicho pedido en el Informe N° 18-2022-COMASGEN 
PNP/IV MACREPOL-LORETO-SEC-UNIPLEDU.APA.R 
(Reservado) de la IV Macro Región Policial Loreto y en 
el Informe N° 213-2022-COMASGEN-CO-PNP/OFIPOI 
de la Oficina de Planeamiento Operativo Institucional 
del Comando de Asesoramiento General, a través de los 
cuales se informa sobre la problemática existente en el 
distrito antes mencionado, a consecuencia de la minería 
ilegal y delitos conexos; 

Que, mediante Decreto Legislativo N° 1186, Decreto 
Legislativo que regula el uso de la fuerza por parte de la 
Policía Nacional del Perú, se precisa el uso de la fuerza 
en el ejercicio de la función policial, los niveles del uso de 
la fuerza y las circunstancias y reglas de conducta en el 
uso de la fuerza; 

Que, por Decreto Legislativo N° 1095, Decreto 
Legislativo que establece reglas de empleo y uso de la 
fuerza por parte de las Fuerzas Armadas en el territorio 
nacional, se establece el marco legal que regula los 
principios, formas, condiciones y límites para el empleo 
y uso de la fuerza por parte de las Fuerzas Armadas 
en el territorio nacional, en cuyo Título II se establecen 
las normas del uso de la fuerza en otras situaciones de 
violencia, en zonas declaradas en Estado de Emergencia 
con el control del orden interno a cargo de la Policía 
Nacional del Perú, en cumplimiento de su función 
constitucional, mediante el empleo de su potencialidad y 
capacidad coercitiva para la protección de la sociedad, en 
defensa del Estado de Derecho; 

De conformidad con lo establecido en los incisos 4) 
y 14) del artículo 118 y el inciso 1) del artículo 137 de la 
Constitución Política del Perú; y los literales b) y d) del 
inciso 2) del artículo 4 de la Ley N° 29158, Ley Orgánica 
del Poder Ejecutivo; 

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros y con 
cargo a dar cuenta al Congreso de la República; 

DECRETA: 

Artículo 1. Declaración de Estado de Emergencia 
Declarar por el término de sesenta (60) días calendario, 

el Estado de Emergencia en el distrito de Alto Nanay de 
la provincia de Maynas del departamento de Loreto. La 
Policía Nacional del Perú mantendrá el control del orden 
interno, con el apoyo de las Fuerzas Armadas. 

Artículo 2. Suspensión del ejercicio de Derechos 
Constitucionales 

Durante el Estado de Emergencia a que se refiere 
el artículo precedente y en la circunscripción señalada, 
quedan suspendidos los derechos constitucionales 
relativos a la inviolabilidad de domicilio, libertad de tránsito 
en el territorio nacional, libertad de reunión y libertad y 
seguridad personales, comprendidos en los incisos 9), 
11), 12) y 24) literal O del artículo 2 de la Constitución 
Política del Perú. 

Artículo 3. De la intervención de la Policía Nacional 
del Perú y de las Fuerzas Armadas 

La intervención de la Policía Nacional del Perú y de 
las Fuerzas Armadas se efectúa conforme a lo dispuesto 


